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JUZGADO DE 1ª INSTANCIA Nº 01 DE ALCOBENDAS 
C/ Joaquín Rodrigo, 3 , Planta 2 - 28100 
Tfno: 916539290 
Fax: 916523907 
 
42020306 

NIG: 28.006.00.2-2018/0007001 
Procedimiento: Juicio Verbal (250.2) 971/2018 
Materia: Contratos: otras cuestiones 
Negociado LPH 
Demandante: D./Dña. ASCENSION  DIAZ  GARCIA  
PROCURADOR D./Dña. YOLANDA LOPEZ MUÑOZ 
Demandado: D./Dña. FRANCISCO SEVILLA GARCIA 
PROCURADOR D./Dña. MARIA DEL MAR RODRIGUEZ GIL 
INMOMILENIUM CONCORDIA  
PROCURADOR D./Dña. GLORIA ARIAS ARANDA 
 

SENTENCIA  Nº  85/2021 
 

JUEZ/MAGISTRADO- JUEZ: D./Dña. MARTA BELEN RABADAN TORRECILLA 
Lugar: Alcobendas 
Fecha: cuatro de mayo de dos mil veintiuno 

 
SENTENCIA 

 
 En Alcobendas a 4 de mayo de 2021 
 

Vistos por mí, Marta Belén Rabadán Torrecilla, magistrada del Juzgado de Primera 
Instancia n.º 1 de Alcobendas los presentes autos de juicio verbal n.º 971/2018, promovidos 
por la procuradora  doña Yolanda López Muñoz, en nombre y representación de DOÑA 
ASCENSIÓN DÍAZ GARCÍA, con la defensa del letrado  don Antonio García Barroso, 
contra DON FRANCISCO SEVILLA GARCÍA, representado procesalmente por la 
procuradora doña María del Mar Rodríguez gil y defendido por el Letrado don Antonio 
Escribano García y contra INMOMILENIUM COCORDIA S.L., representada por la 
procuradora doña Gloria Arias Aranda y defendida por el letrado don Enrique Villegas 
Martínez, en ejercicio de acción de rescisión de arras penitenciales de compraventa por vicio 
del consentimiento, reclamando devolución de arras y gastos por 3.500 euros, procede dictar 
la presente resolución en base a los siguientes: 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

Primero.- Por turno de reparto correspondió a este juzgado el conocimiento de la 
precedente demanda de juicio verbal, presentada en decanato el día 27 de junio de 2018, en 
la que la parte actora tras alegar los hechos y fundamentos de derecho que estimó pertinentes 
terminó suplicando que se dictase sentencia por la que se condene a la demandada al pago de 
3.500 euros y al pago de las costas.     
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Segundo.- Por decreto de fecha 2 de septiembre de 2019, se admitió a trámite la 

demanda y se ordenó emplazar a la demandada para que la contestasen y se pronunciasen 
sobre la celebración de vista. Presentada la contestaciones en tiempo y forma por los 
codemandados, oponiéndose ambos a la demanda,  se citó a las partes para que 
comparecieran a la celebración de la vista el día 30 de septiembre de 2020, señalamiento que 
fue suspendido por problemas de salud de la demandante, dictándose diligencia de 
ordenación de 29 de septiembre de 2020, citando nuevamente a las partes a la celebración de 
la vista el día 21 de abril de 2021 a las 10:00 horas. 

  
Tercero.- La vista se ha celebrado el día señalado y a la misma comparecieron las 

partes con su representación procesal y su defensa letrada, asistiendo como representante 
legal de la entidad codemandada don Manuel Hipólito Casillas. Abierto el acto, se concedió 
la palabra al letrado de la parte actora que se ratificó en su escrito de demanda, y solicitó el 
recibimiento del pleito a prueba. A continuación los letrados de los codemandados se 
ratificaron en sus respectivas contestaciones a la demanda y solicitaron el recibimiento del 
pleito a prueba. Recibido el pleito a prueba la demandante propuso documental e 
interrogatorio de los codemandados, el letrado del codemandado sr. Sevilla propuso 
documental e interrogatorio y el letrado de la entidad codemandada propuso documental, 
practicándose a continuación la que se declaró pertinente, todo ello como consta 
documentado en el soporte informático de grabación. Se concedió la palabra a los letrados 
para informe final y acto seguido se declararon loa autos conclusos y a la vista para dictar 
sentencia. 

 
Cuarto.- En la tramitación del presente procedimiento se han observado todas las 

prescripciones legales, incluido el plazo para dictar sentencia.  
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO.- La parte demandante entabla el presente procedimiento ejercitando 

acción de rescisión de arras penitenciales de compraventa por vicio en el consentimiento 
prestado y  con la finalidad de obtener una sentencia en la que se condene a los demandados 
a la devolución de la cantidad entregada en concepto de arras penitenciales de compraventa 
en la cuantía de 3.000 euros, así como los gastos incurridos en la cuantía de 500 euros y al 
pago de las costas. Alega en síntesis la demandada que le vendieron un local convertible en 
vivienda con posibilidad de dos plantas facilitándole documentación cuando fue a la 
inmobiliaria a interesarse por el inmueble y eso fue lo que ella compró, posibilidad que 
resultó ser inviable de acuerdo con el estudio de viabilidad urbanística del arquitecto que 
contrató al efecto por el que pagó 500 euros. Alega la parte actora que fue engañada 
deviniendo falsos los términos de la oferta realizada por parte de la vendedora propietaria.   

 
Frente a la pretensión deducida en su contra el codemandado sr. Sevilla, dueño y vendedor 
del inmueble se opone alegando en síntesis desconocimiento de las intenciones del 
comprador y que la información que dio la inmobiliaria carece de efectos contractuales para 
él. Mantiene que el comprador tiene documentación del contrato que es sobre un local 
comercial y así figura en el contrato de arras como local con uso comercial, sin haberse 
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condicionado el contrato al cambio de uso de local a vivienda. Expone el demandado que no 
se solicita en el suplico la nulidad del contrato por el vicio del consentimiento alegado.  
Frente a la pretensión deducida en su contra la inmobiliaria codemandada alega que el que 
no se puedan construir dos plantas no impide la transformación en vivienda de una planta. 
Mantiene que entregó la cantidad depositad al vendedor y la devolución corresponde a éste 
último y no a la inmobiliaria que se limitó a actuar como intermediaria y carece de 
legitimación para ello.  
 
 
SEGUNDO.- La presente reclamación se funda, en un vicio en el consentimiento prestado 
en un contrato de arras, por lo que debe recordarse la doctrina jurisprudencial sentada en 
relación con la naturaleza del citado contrato. 
    Doctrina que distingue tres tipos de arras (Sentencias de 21 de junio de 1994, 30 de 
diciembre de 1995…):  
    A) penitenciales, son las contempladas en el artículo 1454 del Código Civil, concebidas a 
la manera de multa o pena, correlativa al derecho de las partes de desistir, a su arbitrio, del 
contrato,   
    B) confirmatorias, que son índice o expresión de un contrato con fuerza vinculante, no 
facultando, por tanto, para resolver la obligación contraída y normalmente se corresponden 
con las entregas o anticipos a cuenta del precio, de lo que es ejemplo el supuesto previsto en 
el artículo 343 del código de Comercio, 
    C) penales, que funcionan de modo similar a la cláusula penal del artículo 1154 del 
Código civil, como resarcimiento en este supuesto anticipado, para el caso de 
incumplimiento y siempre con la posibilidad de reclamarse el estricto cumplimiento de la 
obligación pactada. 
 
   Apreciándose asimismo que las arras o señal del artículo 1.454 del Código Civil tiene 
carácter excepcional, que exige una interpretación restrictiva de las cláusulas contractuales 
que se establezcan, de las que resulte la voluntad indubitada de las partes en tal sentido. En 
este sentido ha declarado reiteradamente la jurisprudencia al interpretar el citado precepto 
que por regla general las arras tienen carácter confirmatorio, es decir constituyen una señal 
de la celebración del contrato y la cantidad entregada es un anticipo o parte del precio, 
mientras que las arras penales o las penitenciales tienen un carácter excepcional y exige una 
interpretación restrictiva de las cláusulas contractuales en que se establezcan, de las que 
resulte la voluntad indubitada de las partes en tal sentido (Sentencias de 17 de febrero de 
1982 y 31 de julio de 1992, entre otras muchas de igual signo). 

 

TERCERO.- Como fundamente de la reclamación se alega el artículo 1454 CC   teniendo 
en cuenta que en nuestro ordenamiento jurídico no existe contrato de arras sino que lo que en 
el mismo se contempla es que en el contrato de compraventa, por el que uno de los 
contratantes se obliga a entregar una cosa determinada, y el otro a pagar por ella un precio 
cierto, en dinero o signo que lo represente (art. 1.445 del Código Civil), en virtud de la 
libertad de pactos que autoriza el  artículo 1.255 del Código Civil, las partes contratantes 
puedan convenir la entrega de arras o señal, con las consecuencias que prevé el artículo 
1.454 del mismo texto legal, al establecer que "podrá rescindirse el contrato allanándose el 
comprador a perderlas, o el vendedor a devolverlas duplicadas", en el supuesto de que, 
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efectivamente, se trate de arras penales, que junto con las confirmatorias y las penitenciales 
admite la jurisprudencia. 
  
   En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 29 de junio de 2009 dice que 
"En torno al carácter de las  arras, es doctrina constante, plasmada en la reciente Sentencia 
de 24 de marzo de 2009, que cita la de 20 de mayo de 2004, y 24 de octubre de 2002, que 
«ante la imposibilidad de dar concepto unitario de las  arras, la doctrina moderna distingue 
las siguientes modalidades de ellas: 
    a) Confirmatorias. Son las dirigidas a reforzar la existencia del contrato, constituyendo 
una señal o prueba de su celebración, o bien representando un principio de ejecución.  
   b) Penales. Su finalidad es la de establecer una garantía del cumplimiento del contrato 
mediante su pérdida o devolución doblada, caso de incumplimiento. 
   c) Penitenciales. Son un medio lícito de desistir las partes del contrato mediante la pérdida 
o restitución doblada.  
   Esta última es la finalidad reconocida por el art. 1454», señalando también la antedicha 
Sentencia que «las  arras  o señal que, como garantía permite el art. 1454, tienen un carácter 
excepcional que exige una interpretación restrictiva de las cláusulas contractuales de las que 
resulte la voluntad indubitada de las partes en aquel sentido según declararon las  sentencias 
de 24 de noviembre de 1926, 8 de julio de 1945, 22 de octubre de 1956, 7 de febrero de 1966 
y 16 de diciembre de 1970, entre otras, debiendo entenderse en caso contrario que se trata de 
un simple anticipo a cuenta del precio que sirve, precisamente, para confirmar el contrato 
celebrado (sentencia de 10 de marzo de 1986")». En otras palabras, y como señala la  
Sentencia de 31 de julio de 1993, «el contenido del  artículo 1454 del Código Civil no tiene 
carácter imperativo, sino que, por su condición de penitencial, para que tenga aplicación es 
preciso que por voluntad de las partes, claramente constatada, se establezcan tales  arras, 
expresando de una manera clara y evidente la intención de los contratantes de desligarse de 
la convención por dicho medio resolutorio, ya que, en otro caso, cualquier entrega o abono 
habrá de valorarse y conceptuarse como parte del precio o pago anticipado del mismo»." 
  
Teniendo en cuenta que se alega error o vicio en el consentimiento, debe tenerse en cuenta 
que para que el error invalide el consentimiento, según el artículo 1266 del Código Civil, es 
necesario que recaiga sobre la sustancia del objeto del contrato o sobre aquellas condiciones 
del mismo que principalmente hubieren dado lugar a su celebración. En este sentido, viene 
sosteniendo la jurisprudencia que ha de derivar de hechos desconocidos por el obligado 
voluntariamente a contratar (Sentencias de 10 de abril de 1999, 18 de abril de 1978, 16 
octubre 1923 y 27 octubre 1964, de 1 julio 1915 y 26 diciembre), no ser imputable a quien lo 
padece (Sentencias de 21 octubre 1932 y 16 diciembre 1957) y que exista un nexo causal 
entre el mismo y la finalidad que se pretendía en el negocio jurídico concertado (Sentencias 
de 14 junio 1943 y 21 mayo 1963).   Por otra parte, sostiene asimismo la jurisprudencia, para 
ser invalidante el error padecido en la formación del contrato, además de ser esencial, ha de 
ser excusable, requisito que el Código no menciona expresamente y que se deduce del 
principio de buena fe, consagrado en el artículo 7 del Código Civil. Es inexcusable el error 
(Sentencias de 4 enero 1982, 18 febrero 1994, entre otras), cuando pudo ser evitado 
empleando una diligencia media o regular. De acuerdo con los postulados del principio de la 
buena fe, la diligencia ha de apreciarse valorando las circunstancias de toda índole que 
concurran en el caso, incluso las personales, y no sólo las de quien ha padecido el error, sino 
también las del otro contratante pues la función básica del requisito de la excusabilidad es 
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impedir que el ordenamiento proteja a quien ha padecido el error cuando éste no merece esa 
protección por su conducta negligente, trasladando entonces la protección a la otra parte 
contratante, que la merece por la confianza infundida en la declaración. 
 
En el presente supuesto la cantidad de 3.000 euros (parte del precio total de 48.000 euros) se 
entrega  con la intermediación de una inmobiliaria codemandada en una propuesta de 
contrato de compraventa de inmueble que se aporta como documento 7 de la demanda, 
prueba de la voluntad de suscribir un contrato de compraventa del inmueble antes referido, 
señalándose que en el supuesto de que la propuesta fuera conforme con el encargo suscrito 
por el vendedor, dicha cantidad constituirá arras o señal según lo establecido en el artículo 
1454 CC, fijándose el pago del resto del precio 45.000 euros a la firma de la escritura 
pública.   
 

CUARTO .-  Centrándonos en los hechos que resultan de la valoración de la prueba en el 
presente caso resulta acreditado que se publicitó en la página web de la inmobiliaria 
Milenium la venta de un “local convertible en vivienda” por un precio de 56.000 euros, 
según consta en el documento 1 de la demanda no impugnado, con el valor probatorio 
previsto en el artículo 326 LEC. De la valoración conjunta del interrogatorio de la 
demandante y del representante legal de la inmobiliaria, a quien apercibido ha de tenerse por 
confeso en todos los hechos que manifestó desconocer, junto con la documentación aportada 
con la demanda, resulta acreditado que la demandante acudió  a la inmobiliaria a pedir 
información sobre el inmueble anunciado y en la inmobiliaria le dijeron que era un local 
convertible en vivienda y le facilitaron la documentación que incluía una solicitud de la 
inmobiliaria, como empresa intermediaria, de convocatoria de Junta de Propietarios para 
tratar la aprobación del cambio de uso comercial a uso para vivienda familiar (documento 5 
de la demanda) solicitud datada el 3 de noviembre de 2017, así como un plano de 30 de junio 
de 2017 en el que figura el estado actual del local y la propuesta en dos plantas, informe del 
arquitecto don Javier-Tamer Elshiekh Melgar.  No es un hecho controvertido, además de 
acreditado con los interrogatorios, que la demandada realizó una oferta de 48.000 euros 
firmándose propuesta de contrato de compraventa el 23 de noviembre de 2017, por el 
referido precio de venta abonando la actora 3.000 euros como señal y los otros 45.000 euros 
el día de la firma de escritura ante notario. Aceptada la oferta por el propietario el 28 de 
noviembre de 2017, formalizando la actora un documento de “Entrega de arras” con la 
inmobiliaria entregándole 3.000 euros para la reserva del inmueble y en el referido concepto 
de arras  (documento 9 de la demanda). Resulta acreditado con el interrogatorio de la 
demandante y la documentación aportada que de acuerdo a la voluntad de la compradora 
acorde a la  oferta publicada por la inmobiliaria el objeto del contrato era un local 
convertible en vivienda de dos plantas, procediendo la compradora a realizar las actuaciones 
encaminadas a esa transformación que le indicaron como posible con plano incluido, así 
procedió a solicitar presupuesto (documento 10) y un estudio de viabilidad, que encargó al 
arquitecto que le indicaron en la inmobiliaria y quien informó en el sentido que recoge el 
documento 11 de la demanda sobre la inviabilidad de la posibilidad de vivienda en dos 
plantas. Estos dos documentos impugnados (10 y 11) se han de valorar conforme a las reglas 
de la sana crítica y en valoración conjunta con el interrogatorio de la demandante, coherente 
y concordante con la documentación aportada, pero además sin haber sido desvirtuados por 
los codemandados,  sin que la “casi aprobación” como vivienda alegada por el representante 
legal de la inmobiliaria con respuestas evasivas, resulte acreditativa de nada. El propietario 
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vendedor alega desconocer propósitos de la demandante habiendo delegado todo en la 
inmobiliaria, afirmación que valorando su declaración ha de considerarse cierta pero no así 
el desconocimiento de lo que ofertaba la inmobiliaria, que no resulta creíble respecto del 
anuncio en la web, ni tampoco respecto de la actuación que realizó la inmobiliaria ante la 
Comunidad de Propietarios para solicitar aprobación del cambio de uso. Alega el 
codemandado vendedor que en la documentación oficial figuraba que se trataba de un local 
de uso comercial y sí, como se ha dicho, eso compraba la demandante con la posibilidad que 
se vendía y publicitaba de poder transformarlo en vivienda en la forma que le indicaron los 
de la inmobiliaria, con dos plantas. En definitiva se considera acreditado que la inmobiliaria 
le vendió a la demandada un local convertible en vivienda que no era tal, induciéndole con la 
información ofrecida a un error en el consentimiento para entregar unas arras por la compra 
de un local que resultó no ser lo que le vendieron con toda la información recabada por la 
compradora.   
 
CUARTO.- En cuanto a la legitimación pasiva para soportar el ejercicio de la acción ha de 
tenerse en cuenta el contrato que vincula a los demandados, en concreto un contrato de 
mediación inmobiliaria, figura jurídica también llamada de corretaje o agencia, definido por 
la doctrina como aquel por el que una de las partes, el comitente, encomienda a otra, el 
corredor, la realización de gestiones dirigidas a facilitar la ulterior celebración con un tercero 
de un contrato en el que está interesado o para que le indique la oportunidad o la persona con 
quien puede celebrarlo.  
   La jurisprudencia se ha referido de forma reiterada al citado negocio jurídico precisando 
que el contrato de mediación o corretaje es aquel por el que se encarga al mediador, que 
percibe una remuneración por ello, que indique la oportunidad de celebrar un determinado 
contrato o que consiga la celebración del mismo; el mediador no contacta con el tercero, sino 
que lo localiza y contacta con el mismo. El núcleo del contrato es facilitar la aproximación 
entre comprador y vendedor, poniendo en relación a los futuros comprador y vendedor, 
teniendo como finalidad el lograr la celebración del contrato final (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 2 octubre de 1999, citada en las dictadas el 18 de marzo de 2010 y 25 de 
noviembre de 2011). 
   Se trata de un contrato atípico, consensual, bilateral y aleatorio, al tener un resultado 
incierto, rigiéndose por las estipulaciones de las partes que no sean contrarias a la Ley, moral 
u orden público. 
 
En el presente supuesto resulta acreditado que el importe de la señal fue entregado por la 
inmobiliaria al vendedor, y éste es quién ha de soportar el ejercicio de la acción al repercutir 
directamente en el mismo lo realizado por el mediador en su nombre y por su encargo y ello 
sin perjuicio de las acciones que pueda ejercitar si lo considera procedente contra la 
inmobiliaria por posible incumplimiento del contrato suscrito entre ellos. En cuanto a los 
gastos de arquitecto deben incluirse en el importe de la condena entendiéndose consecuencia 
directa del error en el consentimiento inducido en la demandante con la actuación de la 
intermediaria.   
 
QUINTO.- Conforme se ha expuesto se considera acreditado el error a que fue inducida la 
compradora para consentir comprometerse a la compra, a la vista de la  información y 
documentación que le proporcionó la inmobiliaria antes de firmar y entregar la señal, si bien 
ha de  efectuarse un examen previo sobre la congruencia, habiendo alegado la parte 
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demandada y resultar cierto, que no se solicita la nulidad en la demanda. Se ejercita acción 
rescisoria por vicio en el consentimiento y en el suplico se solicita devolución del importe 
entregado de señal, más gastos. En cuanto a la calificación de la acción ha de precisarse que 
la misma no vincula al Tribunal debiendo atenderse a los hechos expuestos en la demanda y 
a lo solicitado en la misma.   En cuanto a la acción ejercitada la sentencia 365/2020 de la 
Audiencia Provincial de Madrid, sección 25.ª de 28 de septiembre recoge: «las siguientes 

precisiones de carácter técnico jurídico sobre la ineficacia, en general de los negocios 

jurídicos; entendiendo por ineficacia, la reacción sancionadora del ordenamiento jurídico 

frente a un negocio jurídico irregular. En este sentido, ha de recordarse que todo negocio 

jurídico puede venir ineficaz por la concurrencia de alguna de las siguientes causas: 

 

I.- Por su NULIDAD RADICAL Y ABSOLUTA -inexistencia-: Es la máxima sanción que 

establece el ordenamiento jurídico, porque niega al negocio la posibilidad de producir 

consecuencias jurídicas: QUOD NULLUM EST, NULLUM EFFECTUM PRODUCIT. 

II.- Por su NULIDAD RELATIVA o ANULABILIDAD: Su característica principal es que el 

negocio jurídico produce sus efectos desde el momento de su perfección, como cualquier 

otro negocio normal o regular; pero tales efectos son claudicantes, es decir, que la eficacia 

negocial se destruye por el ejercicio de la acción de anulabilidad o bien se hace definitiva 

por la confirmación del mismo negocio (que le sana del vicio del que adoleciere) o por la 

caducidad de aquella acción, que no se ejercita en el plazo legal. 

III.- Por su RESCINDIBILIDAD: La rescisión es la ineficacia sobrevenida de un negocio 

jurídico al cual no le falta ninguno de sus elementos esenciales ni hay vicio en ellos, como 

tampoco adolece de ausencia de alguno de los presupuestos que su tipo negocial requiere. 

Supone la existencia de un negocio jurídico perfectamente válido y regularmente celebrado, 

pero que contribuye a obtener un resultado injusto, inicuo o contrario a Derecho: produce 

un fraude de acreedores o una lesión. Y, por esta razón, y por el perjuicio que supone para 

determinadas personas, el ordenamiento jurídico concede una acción (acción rescisoria) 

para hacer cesar su eficacia. Acción que tiene carácter subsidiario, ya que sólo cabe acudir 

a su ejercicio cuando no se pueda reparar el perjuicio por ningún otro medio, y que está 

sujeta a un plazo legal de caducidad» 

Desde el punto de vista del derecho positivo, ejercitándose acción de rescisión según se 
expresa tanto al principio de la demanda como en el suplico, la rescisión de los contratos se 
encuentra regulada en el artículo 1290 y sig CC estableciendo el artículo 1291 los contratos 
que son rescindibles, sin acreditarse en el presente supuesto la concurrencia de ninguno de 
los previstos en el mismo, teniendo en cuenta que el artículo 1454 CC, que también se 
invoca en la demanda lo que regula es la posible rescisión del contrato de compraventa, si 
hubieran mediado arras, allanándose el comprador a su perderlas o el vendedor a devolverlas 
duplicados. Se alega en la demanda vicio en el consentimiento y conforme a la 
fundamentación de la Audiencia Provincial antes extractada, ese vicio en el consentimiento 
sería incompatible con la acción rescisoria que exige como presupuesto un contrato 
perfectamente válido. El vicio del consentimiento puede determinar la nulidad relativa del 
contrato que se regula en el artículo 1.300 y sig. CC, acción de nulidad que en caso de 
prosperar y ser declarada la nulidad de la obligación conlleva (artículo 1303 CC) la 
restitución de las cosas que hubieran sido materia del contrato. Se invoca también el artículo 
1454 CC, que regula las arras en el contrato de compraventa. 
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Como antes se ha anunciado la calificación de la acción no es obstáculo para resolver de 
acuerdo con la acción adecuada los hechos y motivos alegados en la demanda, es decir el 
objeto del proceso, la causa de pedir y el petitum así en este sobre el nombre de la acción la 
reciente sentencia del Tribunal Supremo, 1281/2021, de 5 de abril señala: «Sobre la editio 

actionis (por todas, SSTS de 26 de enero de 1945, 5 de diciembre de 1983, 29 de octubre de 

1984 y 16 de abril de 2008 entre otras muchas) es indudable que en nuestro ordenamiento 

jurídico está descartada la obligación de la expresión nominal de la acción, de modo que 

las interpuestas no se califican por la denominación que le den las partes, sino por los 

hechos alegados y las pretensiones verdaderamente formuladas».  Sobre la incongruencia 
extra petita, la también reciente sentencia del Tribunal Supremo 164/2021,  de 23 de marzo 
señala que: «Como hemos dicho en múltiples resoluciones (por todas, sentencia 580/2016, 

de 30 de julio), la congruencia exige una correlación entre los pedimentos de las partes 

oportunamente deducidos y el fallo de la sentencia, teniendo en cuenta la petición y la causa 

de pedir. Adquiere relevancia constitucional, con infracción no sólo de los preceptos 

procesales (art. 218.1 LEC), sino también del art. 24 CE, cuando afecta al principio de 

contradicción, si se modifican sustancialmente los términos del debate procesal, ya que de 

ello se deriva una indefensión a las partes, que al no tener conciencia del alcance de la 
controversia no pueden actuar adecuadamente en defensa de sus intereses. Se exige para 

ello un proceso comparativo entre el suplico integrado en el escrito de demanda y, en su 

caso, de contestación, y la parte resolutiva de las sentencias que deciden el pleito. En el 

caso concreto de la incongruencia extra petita, para enjuiciar su eventual concurrencia, 

dicha comparación debe ir dirigida a determinar si la sentencia se pronuncia o no sobre 

determinados extremos al margen de lo suplicado por las partes». 

Valorando la normativa y doctrina jurisprudencial expuesta en el presente caso, a la vista de 
los hechos expuestos en la demanda, los alegados en las contestaciones a la demanda frente a 
los mismos, se entiende plenamente respetado principio de contradicción, sin alterarse los 
términos del debate procesal, por acceder a la petición deducida en el suplico, sin que de ello 
se derive indefensión alguna para las partes demandadas, con plena conciencia del alcance 
de la controversia y habiendo podido actuar adecuadamente en defensa de sus intereses. Los 
demandados han formulado alegaciones frente a los hechos expuestos en la demanda y las 
pretensiones deducidas, en síntesis devolución de la señal y gastos por el error inducido al 
vender lo que no resultó posible y han propuesto la prueba pertinente sobre esos hechos en lo 
que quedó  centrado el debate, con proposición de la prueba sobre los mismos.    

 

SEXTO.- Lo anteriormente expuesto conlleva la estimación de la demanda respecto del 
vendedor codemandado con condena en costas al mismo (artículo 394 LEC) y la 
desestimación de la demanda respecto de la inmobiliaria codemandada, si bien estimándose 
que no procede la condena en costas pese a esta desestimación teniendo en cuenta las dudas 
que suscita la actuación de la inmobiliaria determinante del vicio del consentimiento alegado 
y acreditado por la demandante.  
 
 
 Vistos los artículos citados, concordantes y demás de general y pertinente aplicación 
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FALLO 
 
 Que ESTIMANDO la demanda presentada por la procuradora  doña Yolanda López 
Muñoz, en nombre y representación de DOÑA ASCENSIÓN DÍAZ GARCÍA, con la 
defensa del letrado  don Antonio García Barroso, contra DON FRANCISCO SEVILLA 
GARCÍA, representado procesalmente por la procuradora doña María del Mar Rodríguez gil 
y defendido por el Letrado don Antonio Escribano García debo condenar y CONDENO a la 
demandada a abonar al actora la suma de TRES MIL QUINIENTOS EUROS (3.500 €), con 
condena en costas. 
 
 Que DESESTIMANDO la demanda presentada por la procuradora  doña Yolanda 
López Muñoz, en nombre y representación de DOÑA ASCENSIÓN DÍAZ GARCÍA, con la 
defensa del letrado don Antonio García Barroso, contra INMOMILENIUM COCORDIA 
S.L., representada por la procuradora doña Gloria Arias Aranda y defendida por el letrado 
don Enrique Villegas Martínez debo absolver y ABSUELVO a la referida codemandada de 
las pretensiones deducidas en su contra, sin que proceda condena en costas.   
 

Notifíquese la presente resolución a las partes haciéndoles saber que contra la misma 
no cabe interponer recurso alguno de conformidad con el artículo  455.1 LEC. 

 
Notifíquese la presente resolución a las partes haciéndoles saber que contra la misma 

cabe interponer recurso de apelación ante este Juzgado en el plazo de veinte días para su 
posterior decisión por la Ilma. Audiencia Provincial de Madrid. 
 

Se apercibe a las  partes que es requisito imprescindible para la interposición del 
recurso de apelación la consignación como depósito de la cantidad de 50 euros en la cuenta 
de depósitos y consignaciones de este Juzgado, salvo que tengan reconocido el beneficio de 
justicia gratuita. Para efectuarlo deben indicar en el campo concepto del resguardo de 
ingreso que se trata de un “recurso”, seguido del “Código 02 Civil-Apelación. 

 
 

 Así por esta mi sentencia de la que se llevará certificación a los autos de que dimana, 
definitivamente juzgando en esta instancia, lo pronuncio, mando y firmo. 
 
 
 

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia en el día de su fecha 
por la Sra. Magistrada que la suscribe. Doy fe. 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. Los datos personales incluidos en 
esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 
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